DECRETERO DE SENTENCIAS

//tevideo,  29 de setiembre  de 2010.

No. 774


V I S T O S : 
 


Para sentencia definitiva, estos autos caratulados: “MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA con BANCO DE PREVISIÓN SOCIAL. Acción de Nulidad” (Ficha No. 379/08).

 

R E S U L T A N D O :
 

I) Que con fecha 29/4/08, a fojas 5, compareció la actora, entablando demanda de nulidad contra la Resolución No. 16.163 dictada por la Gerencia de Fiscalización de la Asesoría Tributaria y Recaudación, en ejercicio de atribuciones delegadas por ésta, con fecha 15 de junio de 2007, por la cual se le determinaron tributos de seguridad social, se tipificó a su respecto la infracción de mora y la prevista en el art. 87 de la Ley 16.713, y se aplicaron las multas y recargos consecuentes.
 

Manifestó que las actuaciones se iniciaron con la denuncia formulada por la Sra. Leticia Karina Gus, quien se desempeñara como becaria amparada en el convenio “Proyecto de Primera Experiencia Laboral” suscrito entre el M.S.P. y el INJU, por el cual éstos acordaron otorgar becas a jóvenes de entre dieciocho y veinticuatro años de edad (ampliado luego hasta jóvenes de veintinueve) que aún no hubieren trabajado, para que pudieran iniciarse en el desempeño de algunas tareas, otorgándose en carácter de estímulo una suma de dinero mensual, sin derecho a otras compensaciones.

  

Expresó que es inexacto el informe del Cr. Pablo Martínez en el que se basó el acto impugnado, según el cual las becas en cuestión no constituyen exclusivamente una ayuda económica sino que serían “becas de trabajo”.

 

Señaló al respecto que las becas mantenían efectivamente una relación con la formación que los jóvenes estuvieran recibiendo, ya que se hacían listas de acuerdo al perfil de los jóvenes y las tareas peticionadas por el Ministerio.

 

Agregó que el INJU, al finalizar la beca, realizaba Talleres de Orientación Ocupacional, de manera de completar la capacitación adquirida durante la beca, con lo que se puede apreciar que el motivo principal de la firma del convenio era la capacitación de los jóvenes y no las tareas a cumplir en el M.S.P.

 

Por otro lado, discrepó con el avalúo realizado, señalando que el mismo está realizado en estimaciones y no en cifras reales, puesto que se manejaron listados que tenían diferencias entre el INJU y el M.S.P., añadiendo que falta la prueba de lo efectivamente abonado a los becarios.

 

Resaltó que las becas del INJU son contratos de formación profesional, en los cuales se estableció un estímulo, pero no un sueldo, y mucho menos implicó una relación laboral como funcionario público.

 

Por lo cual, concluyó, corresponde una exoneración de aportes, dada la confusa y diversa regulación legal del tema, que permite aplicar las leyes que se aproximan al caso planteado, Nos 17.230 y 16.873.

 

En suma, solicitó la anulación del acto encausado.

 

II) Que con fecha 11/8/08, a fs. 25, compareció la demandada evacuando el traslado conferido, solicitando el rechazo de la demanda incoada, en base a los siguientes argumentos.

 

Señaló que los tributos adeudados corresponden a la omisión del pago de las contribuciones especiales de seguridad social por la actividad laboral remunerada de los becarios contratados por el Convenio suscrito entre el M.S.P. y el INJU.

 

Expresó que las diferencias salariales que originan el saldo deudor tienen un firme respaldo probatorio en la documentación analizada por la Inspección.

 

Afirmó que la situación de los becarios no se encuentra alcanzada por lo dispuesto en la Ley 17.230 ni en la Ley 16.873, corroborándose de la compulsa documental que no se trata de becas que constituyan ayuda económica, sino de verdaderas “becas de trabajo”, conforme surge del propio convenio suscrito entre el INJU y el M.S.P., exigiendo carga horaria, determinada actividad laboral y una remuneración mensual.

 

Añadió que no surge del convenio que las actividades realizadas por los becarios se adecuen a un programa de formación definida conjuntamente con la entidad educadora, o que tenga relación la actividad con la formación que están recibiendo.


 

Sostuvo que el convenio en cuestión se realizó al amparo de lo dispuesto en los arts. 620 y siguientes de la Ley 17.296, según los cuales la actividad de los pasantes y becarios contratados consiste en actividad personal remunerada, siendo éste el término que utiliza reiteradamente la norma, por lo que resulta inequívoca la intención del legislador al considerar la existencia de una contraprestación a la actividad desarrollada por estos becarios y pasantes, no habiendo consagrado ninguna exoneración de aportes.


 

Agregó que no corresponde la pretendida exoneración de aportes patronales, por no encuadrar la situación en lo previsto en las leyes que así lo establecen.


 

En cuanto a la materia gravada, manifestó que la actora no proporcionó la documentación requerida reiteradamente por el funcionario actuante, debiendo recurrirse a los listados que sí proporcionó el INJU, y a los recibos de sueldo cuya copia se ha agregado al expediente administrativo, para sobre dicha base cierta de cálculo proceder a la determinación de tributos.


 

Concluyó que la situación de encubrimiento de relación laboral de los becarios fue constatada por el Cuerpo Inspectivo, solicitando en definitiva la confirmación del acto impugnado.


 

III) Abierto el juicio a prueba, por auto 7504/2008 de fecha 8/9/2008 a fs. 30, se produjo la que se encuentra certificada a fs. 39, haciéndolo la parte demandada de fs. 36 a 38, no habiendo producido prueba la parte actora. A los autos se agregaron por cuerda antecedentes administrativos agregados por la demandada en 257 fojas. 

 


Cumpliendo con el designio legal, con posterioridad alegaron las partes, haciéndolo la actora de fs. 41 a 43 y la demandada de fs. 46 a 48 vto. 

 


IV) Oído el Sr. Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo (Dictamen No. 799/2009) a fs. 51, aconsejó el rechazo de la demanda planteada.


C O N S I D E R A N D O :


 
I) Que en la especie se han acreditado los extremos legales habilitantes requeridos por la normativa vigente (Ley No. 15.869), para el correcto accionamiento de nulidad.



 
II) Que el Tribunal, por unanimidad, y compartiendo la posición del Sr. Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo, se pronunciará por el rechazo de la pretensión anulatoria actuada, en mérito a los fundamentos que se explicitarán.



 
II.1.- Se impugnó en autos, la Resolución No. 16163 de fecha 15 de junio de 2007, dictada (en ejercicio de atribuciones delegadas) por la Gerencia de Fiscalización, de la Asesoría Tributaria y Recaudación (en adelante: ATYR) del Banco de Previsión Social (en adelante: BPS), en cuanto se determinó al contribuyente Ministerio de Salud Pública (en adelante: MSP), tributos de seguridad social, se tipificó a su respecto las infracciones de Mora, y la prevista en el art. 87 de la Ley No. 16.713; aplicándose las multas y recargos consecuentes (AA, fs. 221).



 
II.2.- Dicha volición fue útilmente recurrida por el MSP, mediante la interposición de los recursos de Revocación y Jerárquico, en subsidio (AA, fs. 226/228).



 
Por Resolución R.D.T/820/2007, dictada por ATYR con fecha 7 de diciembre de 2007, se desestimó el recurso de Revocación oportunamente deducido (AA, fs. 249/250); y, por Resolución del Directorio del BPS, R.D. No. 2-19/2008, de 30 de enero de 2008, fue denegado el recurso Jerárquico subsidiariamente incoado (AA, fs. 253/254).



 
II.3.- Luego, la demanda anulatoria de infolios fue deducida en tiempo y forma, el día 29 de abril de 2008 (fs. 5/8 y 9).



 
III) Sucintamente expuestos, los agravios movilizados por la parte actora refirieron a: 1º) que el motivo de la contratación de los becarios era la capacitación de los jóvenes, y no las tareas a cumplir en ese Ministerio, por lo que considera que la actividad sobre la que se erigió la determinación impugnada se encuentra exonerada en virtud de su similitud con las situaciones previstas en las Leyes Nos. 17.230 de 7/I/2000 y, 16.873 de 3/X/1997; 2) que la liquidación fue realizada en base a estimaciones, y no en cifras reales, ya que manejaron listados que tenían diferencias entre el INJU y el MSP, así como falta de prueba de lo efectivamente abonado a los becarios.



 
IV) Emerge de los antecedentes administrativos agregados que, como consecuencia de una denuncia formulada por una ex becaria de ASSE (MSP), Leticia Gus, se procedió por parte de ATYR, a través de su personal fiscalizador, a la investigación de los hechos denunciados. Fue así que pudo constatarse, que la ex becaria denunciante había prestado servicios en ASSE por un período de dos años, ingreso materializado a través de un llamado realizado por el Instituto Nacional de la Juventud (en adelante: INJU), que la misma estaba cursando estudios en la Facultad de Derecho, habiéndose desempeñado  en la sección “Sueldos” de ASSE y, que su sueldo se lo pagaba el MSP; agregando, que sus compañeros de trabajo (aprox. 20 personas) estaban en las mismas condiciones (AA, fs. 103/104).



 
Que por dos veces, con fecha 19 de mayo de 2006 y, 10 de agosto de 2006, personal inspectivo de ATYR le requirió documentación a ASSE referente a Leticia Gus Cabrera y, personal en similares condiciones en convenios con el MSP, por el período 01/VIII/2002 a 31/VIII/2004; requiriéndole además: a) recibos de sueldo o planilla mensual detallando los ingresos percibidos; b) contratos laborales suscritos, perfil laboral y tipo de tareas realizadas; y c) confirmar si se realizaron o no las retenciones y aportes correspondientes a la seguridad social.



 
Con fecha 17 de octubre de 2006, ASSE informó que Leticia Gus había prestado funciones como becaria INJU en el período 01/VIII/2002 y 31/VIII/2004;  adjuntó nómina de funcionarios becarios que prestaron funciones en el mismo período y,  de recibos de sueldo de Leticia Gus, acotándose que los becarios de la nómina percibían igual salario en el mismo lapso de tiempo (sin entregar los recibos de sueldo avalatorios ni tampoco planilla mensual detallando los ingresos percibidos); acompañó, convenio entre el MSP y el Ministerio de Deporte y Juventud de fecha 12/XII/2000, y “Modificación” acordada entre el Ministerio de Desarrollo Social y el INJU con fecha 15/VI/2005; “Reglamento de Primera Experiencia del MSP”; y se informó por el Departamento de Sueldos que, sobre aportes de IRP de los becarios INJU, se comenzó a aportar desde Setiembre de 2005 (AA, fs. 174/210).



 
Por su parte, el INJU remitió a solicitud del BPS listado de becarios enviados al MSP, expresando que no le es posible aportar la información solicitada respecto del “perfil laboral” y “tipo de tareas realizadas” (AA, fs. 108/110).



 
V) Tras el análisis detenido del sub causa, el Tribunal, una vez valorado el cúmulo probatorio incorporado al proceso, racionalmente, según las “reglas de la sana crítica” (concebidas como las reglas del correcto entendimiento humano, suma de lógica y experiencia vital, como enseñara el Prof. Eduardo J. Couture), concluye:



 
V.1.- que la relación que vinculaba a los becarios INJU con el MSP encontraba su apoyatura fáctica-jurídica, exclusivamente, en el Convenio celebrado con fecha 12 de diciembre de 2000 entre el Ministerio de Deporte y Juventud – Instituto Nacional de la Juventud y el Ministerio de Salud Pública (AA, fs. 98/100). Y, que como bien se establece, expresamente, en la “Modificación de Convenio” de fecha 15 de junio de 2005, celebrada entre el Ministerio de Desarrollo Social – Instituto Nacional de la Juventud y el Ministerio de Salud Pública, dicho Convenio fue celebrado al amparo de los dispuesto por los arts. 620 y ss. de la Ley No. 17.296 (AA, fs. 101/102).



 
Fluye de lo anterior, que esa situación constatada respecto de los becarios INJU que se desempeñaron en ASSE mediante el convenio celebrado entre la Administración accionante y el INJU, no se ajustó estrictamente a ninguna de las hipótesis exoneratorias invocadas.



 
Respecto de la prevenida en la Ley No. 16.873, además, porque a poco se repare en extremos esenciales fijados en el convenio, como la extensión de los contratos y su objeto, indudablemente los mismos no se adecuaron a lo dispuesto por los arts. 10 a 13 de la norma legal citada. No pudiéndose tampoco pasar por alto, que la exoneración del art. 26 refiere a “empresas” y, que en la acepción proporcionada por el art. 1º de la ley, indiscutiblemente las pautas allí requeridas en sus distintos literales exilian de la misma a una Secretaría de Estado como el MSP; e, incluso, que la exoneración de marras refiere sólo a  aportes jubilatorios y de seguro por enfermedad patronales, no estando controvertido que en el casus tampoco se efectuaron aportes personales sobre la retribución percibida por los becarios (AA, fs. 204/206).



 
Después, ingresando a la consideración de la Ley No. 17.230, resulta por demás claro que en la especie no fueron satisfechos los requisitos consignados en sus arts. 2 a 7; desde que los becarios de infolios no se tratan de “alumnos reglamentados del Subsistema de Educación Técnico Profesional de la Administración Nacional de Educación Pública. Y, que todavía, adviene incumplidos requisitos puntuales esenciales, como aquellos concernientes a la cuantía de la retribución, su naturaleza técnico-pedagógica, su plazo; sin perjuicio de que brilla por su ausencia un Convenio celebrado con la Administración Nacional de Educación Pública.



 
En suma, debe coincidirse con la Administración previsional demandada en que, siendo que el Convenio celebrado con el INJU se realizó al amparo de los arts. 620 y ss. de la Ley No. 17.296, no es posible desatender a los términos prevenidos en dicha disposición legal, donde se prevé la contratación de pasantes y becarios reglamentando su actividad como trabajo personal remunerado. Así, en su art. 621 expresamente se hace referencia a que en la misma se atenderá a “…los perfiles apropiados de formación para la función, criterios de selección, de remuneración y ajuste…”; mientras que en su art. 623, aparece nuevamente el carácter remunerado de la función, expresándose: “… La remuneración para este tipo de contratos no superará los cuatro salarios mínimos nacionales por un régimen máximo de ocho horas diarias de labor…”. Y, aún el art. 627 insiste en lo atinente a la remuneración de los becarios al establecer: “Los becarios y pasantes para cobrar sus haberes…”. Por lo que no cabe duda que el legislador consideró esta actividad como remunerada mediante una suma de dinero, que constituye una contraprestación por los servicios prestados, y no un estímulo como se sostiene por el MSP (AA fs. 246/247).



 
Y, no resulta ser poca cosa que, esta norma legal al amparo de la que en definitiva se celebró el Convenio multicitado, al ocuparse de la remuneración de estos becarios pudiendo hacerlo, no contempló exoneraciones de aportes a su respecto. Y, a su vez, deviene claro y terminante que por imperio de lo dispuesto en el art. 5 del Código Tributario se torna imposible cualquier extensión por analogía de las normas que establecen exoneraciones, como fuera pretendido por la Administración actora invocando similitud de situaciones.



 
V.2.- Igualmente, abocada la Corporación al análisis del agravio residual movilizado, el atinente a la “cuantificación” de los adeudos tributarios, debe convenirse una vez examinada la prueba recabada, que dicha determinación fue realizada sobre base cierta emanada de los mismos organismos oficiales, en tanto se ajustó al listado de becarios destinados al MSP proporcionado por el INJU, conteniendo inclusive fechas y remuneraciones; a los recibos de sueldo de Leticia Gus (AA, fs. 188/203) y, aún de la reticente e incompleta documentación proporcionada por ASSE en vía administrativa; todo, sin perjuicio de la admisión en general del procedimiento presuntivo, de carácter subsidiario, de conformidad con lo dispuesto por el art. 66 del Código Tributario.



 
VI) Precisamente, entiende el Tribunal, que la conducta procesal observada por la demandante, obviando absolutamente la etapa de prueba (fs. 39), desatendiendo así la carga procesal impuesta por las reglas generales (arts. 104 del D.L. No. 15.524; 283, 284, 313, 329, 330 y 331 del C.P.C.) (igualmente: arts. 137 y 139.1 C.G.P.), admite el calificativo de “culpable ligereza”; imponiéndose su condena en las costas del juicio (art. 688 C.C.). 



 
Por los expresados fundamentos, lo establecido por el art. 309 de la Constitución de la República y, lo dictaminado por el Sr. Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo, el Tribunal por unanimidad 

 

F A L L A : 




Desestimando la demanda y, en su mérito, confirmando el acto administrativo impugnado.




Con las costas del proceso de cargo de la parte demandante.




Oportunamente, devuélvanse los antecedentes administrativos agregados; y archívese.

Dra. Sassón,  Dr. Lombardi, Dr. Preza, Dr. Harriague (r.), Dr. Monserrat.          Dr. Marquisio (Sec. Letrado). 

